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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL                                SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA





Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Mayo veintisiete (27) del año dos mil nueve (2009)




Acta No. 222 de mayo 27 del año 2009. 





Expediente 66682-31-03-001-2009-00076-01





Se resuelve la impugnación presentada por el Hospital San Jorge de Pereira contra la sentencia proferida por el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL el 3 de abril del presente año en esta Acción de Tutela promovida por CAROLINA MONTES CARMONA, que actúa como agente oficiosa del señor José Fernando Morales Tamayo, en contra del HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA, actuación a la que fue vinculada la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA.





I. ANTECEDENTES:

La señora Montes Carmona pretende que se le protejan los derechos fundamentales a la salud y la vida digna que considera vulnerados a su señor esposo por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido el Hospital arriba citado que se niega a autorizar una cita médica que requiere con urgencia para ser valorado por un neurocirujano con el fin de verificar su estado de salud después de haber sido intervenido quirúrgicamente debido a un desgarre en la zona cervical. 




Pide, entonces, se conceda el amparo invocado y, en consecuencia, se ordene “al HOSPITAL UNIVERSITARIO DE PEREIRA, por intermedio de su representante legal, autorizar la cita con el NEUROCIRUJANO” igualmente solicita se disponga la atención integral del paciente.
A la tutela se le dio el trámite legal, con la vinculación de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda
 entidad que descarga la responsabilidad médica del paciente en el Hospital Universitario San Jorge de Pereira ya que pertenece a la red pública de servicios de la Secretaría Departamental de Salud y tienen un contrato exclusivo con ellos para la atención de la población pobre y vulnerable, que hace parte del régimen vinculado al igual que los desplazados. 

Por su parte el Hospital San Jorge señala que el señor Morales Tamayo “ha sido valorado por los especialistas de la entidad y se le ordenó control por Neurocirugía, el cual se encuentra programado para el día lunes 6 de abril del año en curso, a las 7:30 a.m. con el Dr. Manuel Augusto Botero Baena, con el propósito de que determine el procedimiento a seguir con la patología que presenta el paciente”. Por tanto, solicita denegar la tutela ya que “el hecho que motivó la presente acción ha sido supserado.”
 

El Juzgado de la causa resolvió conceder la tutela porque consideró que, en realidad, con la demora en la autorización del servicio médico se le están vulnerando los derechos fundamentales al señor Morales Tamayo y, en consecuencia, le ordenó al Hospital Universitario San Jorge de Pereira realizar la valoración con el neurocirujano y una vez verificado “proceda a autorizar todas las órdenes médicas relacionadas con los exámenes diagnósticos, tratamientos, procedimientos y servicios que su patología actual –desgarre en zona cervical – demande, estén o no incluidos en el POSS, para lo cual se le reconocerá a la entidad accionada el derecho a efectuar ante la Secretaría Departamental de Salud de Risaralda, el recobro a que haya lugar por los costos en que incurra y que no se encuentren contemplados en el POS…”
Esta decisión fue impugnada oportunamente por el Hospital San Jorge que hace énfasis en la imposibilidad de realizar todos los procedimientos solicitados, pues dentro del portafolio de Servicios de la entidad no se encuentra ofertado el procedimiento “resonancia magnética nuclear de columna cervical simple con gadolinio” que le fue ordenado por el neurocirujano. Por tanto, solicita “que se revoque la sentencia recurrida en lo respectivo a exámenes y procedimientos que no se encuentren ofertados dentro del portafolio de servicios de la institución.” 

Aquí se ha tramitado el recurso conforme a derecho y se pasa a resolver previas las siguientes, 





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:





Los derechos fundamentales que la actora estima vulnerados a su señor esposo son el de la vida digna, la salud y la seguridad social amparados por los artículos 11, 49 y 48 de la Constitución Nacional y no como se analizó en la sentencia de primera instancia en cuanto al derecho de petición ya que el asunto se contrae a la autorización de un servicio médico que envuelve de por sí principalmente los derechos antes señalados.




De todas maneras, hay que decir, inicialmente, que la entidad recurrente no presenta ningún reparo en la protección de los derechos fundamentales concedidos por la juez a-quo. Es más, en el escrito de impugnación (fl. 50 a 52 del cuad. ppal.) su argumento se centra en que no es posible la realización de todos los procedimientos que el paciente requiera toda vez se debe limitar a los procedimientos que se encuentren dentro del portafolio de Servicios ofertado por el Hospital.
La legitimación en la causa de las partes no merece ningún reparo, incluso la de la actora, que actúa como agente oficiosa de su esposo, señor José Fernando Morales Tamayo (artículo 10 del Decreto 2191 de 1991), quien de acuerdo con  la  patología que padece se encuentra impedido para reclamar personalmente sus derechos.

En primer lugar, es preciso dejar claro que en el plenario se halla probado que el señor José Fernando Morales Tamayo es una persona que se encuentra como vinculada al sistema de salud
 y que por tener dicha calidad no está desprotegida pues en estos casos es el Estado, a través de sus entidades de salud, el encargado de garantizar los servicios médicos que requiera
.

Para la Sala le asiste razón a la entidad recurrente, pues según el artículo 43
-2 de la Ley 715 de 2001 legalmente la competencia para atender en salud a la población con SISBEN y que se encuentran vinculadas, o sea, que aún no han sido afiliadas a una EPS-subsidiada, es la Secretaría de Salud Departamental, entidad que debe suministrar al paciente los servicios en salud que requiera, esto con el fin de que lleve una vida en condiciones dignas porque, como en repetidas ocasiones se ha dicho, “el concepto de vida, no es un concepto limitado a la idea restrictiva de peligro de muerte, … se extiende al objetivo de garantizar también una existencia en condiciones dignas”.

Sobre este punto la Corte Constitucional ha expuesto:

“La mencionada ley (715 de 2001) determina claramente las competencias de las entidades territoriales en materia de prestación de servicios de salud de los participantes vinculados al Sistema General de Seguridad Social en Salud. En ese orden, el artículo 43-2 de la ley señaló que corresponde a los departamentos, dirigir, coordinar y vigilar el sector salud y el sistema general de seguridad social en salud en el territorio de su jurisdicción y les asigna entre otras las funciones de gestionar la prestación de los servicios de salud, de manera oportuna, eficiente y con calidad a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, mediante instituciones prestadoras de servicios de salud públicas o privadas. Igualmente, debe financiar con recursos propios o asignados por participaciones la prestación de servicios de salud de esta población, así como también le corresponde organizar, dirigir, coordinar y administrar la red de instituciones prestadoras de servicios de salud públicas en el departamento.” 

Y la secretaría accionada no puede eludir en el presente asunto su responsabilidad médica, tal como lo hace en la contestación de la demanda, pues trata con simples afirmaciones sobre un convenio con el Hospital San Jorge, sin prueba alguna que así lo certifique, de trasladar toda la carga a dicha entidad y como al final se observa que ambas se acusan mutuamente con base en dicho convenio que no existe en el expediente, debe primar en este caso la obligación legal.

Por otro lado, no sobra decir que la Sala, como bien se resolvió en la sentencia de primera instancia, encuentra razonable en este caso conceder el tratamiento integral pues al paciente se le han demorado en la prestación de los servicios médicos pertinentes con respecto a la patología que padece (desgarre en zona cervical), por lo que resulta acertada dicha orden, con el fin de que sea atendido de manera pronta y sin más dilaciones que pongan en riesgo su salud. 
Por tanto, como la directa responsable de la atención del señor José Fernando Morales Tamayo es la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda se entrará a confirmar el numeral 1º pero modificándolo en cuanto a que los derechos vulnerados son a la vida digna, la salud y seguridad social y que la acción procede es contra la Secretaría Departamental de Salud; se adiciona la sentencia en el sentido de que se negará la acción constitucional en contra del Hospital Universitario San Jorge de Pereira; así mismo se modificará el numeral 2º en lo referente a que es la Secretaría Departamental de Salud la encargada de cumplir la orden de atender al paciente en todo lo relacionado con su enfermedad “desgarre en zona cervical” esto por intermedio de la institución pública o privada con la que tenga contrato o contrate para ello; igualmente se modificará el citado numeral 2º ya que como fue exonerado el Hospital San Jorge no existe lugar a recobro alguno de su parte. Finalmente, los numerales 3º y 4º se trata de disposiciones de orden procesal. 





Sin otras consideraciones el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE CONFIRMA parcialmente la sentencia proferida por el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL el 3 de abril del presente año en esta Acción de Tutela promovida por CAROLINA MONTES CARMONA, que actúa como agente oficiosa del señor José Fernando Morales Tamayo, en contra del HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA, actuación a la que fue vinculada la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA. En su lugar,

a) SE MODIFICA el numeral “PRIMERO” en el sentido de que los derechos vulnerados son a la vida digna, la salud y la seguridad social y que la protección se concede exclusivamente frente a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda.

b) SE MODIFICA el numeral “SEGUNDO” en el sentido de que es la Secretaría Departamental de Salud de Risaralda la encargada de cumplir la orden de atender al paciente en todo lo relacionado con su patología “desgarre en zona cervical” esto por intermedio de la institución pública o privada con la que tenga contrato o contrate para ello. Igualmente, se modifica el citado numeral en cuanto a que como fue exonerado el Hospital San Jorge de Pereira no existe lugar a recobro alguno de su parte. 
c) SE ADICIONA el fallo en el sentido de que se negará la acción constitucional en contra del Hospital Universitario San Jorge De Pereira.
2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5º, Dto. 306 de 1992).





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo

 Fernán Camilo Valencia López

Tutela 00076.09

� Folios 24 a 34 del cuaderno principal.


� Folios24 y 25 ibídem.


� Ver folio 2 del cuaderno principal.


� Artículo 33 del Decreto 806 de 1998.  “Beneficios de las personas vinculadas al sistema. Mientras se garantiza la afiliación a toda la población pobre y vulnerable al régimen subsidiado, las personas vinculadas al Sistema General de Seguridad Social en Salud, tendrán acceso a los servicios de salud que prestan las instituciones públicas y aquellas privadas que tengan contrato con el Estado para el efecto, de conformidad con la capacidad de oferta de estas instituciones y de acuerdo con las normas sobre cuotas de recuperación vigentes.”


� “Artículo 43. Competencias de los departamentos en salud. Sin perjuicio de las competencias establecidas en otras disposiciones legales, corresponde a los departamentos, dirigir, coordinar y vigilar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en el territorio de su jurisdicción, atendiendo las disposiciones nacionales sobre la materia.”


� Sent. T-395 de Agosto 3 de 1998. M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero.


Constitucional, sentencia T-361/06, M.P. Jaime Araújo Rentería





